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Se resuelve la impugnación presentada por el accionante contra la sentencia proferida el veintiuno (21) de abril del presente año por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en esta Acción de Tutela promovida por LUIS GONZAGA FRANCO AGUDELO, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-.

I. ANTECEDENTES:

Pretende el actor que se le tutelen sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad y al debido proceso que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada.

Manifiesta que se encuentra inscrito en la ACCION SOCIAL DE RISARALDA en su condición de desplazado, por lo que es beneficiario de la ayuda humanitaria y que la accionada no ha prorrogado la misma de acuerdo con los planteamientos de la Corte Constitucional. 
La accionada, expresa, de manera irregular y sin norma que lo autorice, antepone la entrega de los auxilios  a una visita a cada uno de los desplazados, la cual no se efectúa con prontitud y mucho menos está establecida como condición previa para la entrega de la ayuda.  
Pide, entonces, que se tutelen los derechos al mínimo vital y a la igualdad. Como consecuencia, solicita que se le ordene a la accionada que disponga la entrega inmediata y sin condiciones de la ayuda humanitaria. 

A la tutela se le dio el trámite legal con pronunciamiento de la Agencia demandada que manifiesta que el accionante y su grupo familiar se encuentran inscritos en el REGISTRO UNICO DE POBLACION DESPLAZADA –RUPD- desde el 14 de mayo del 2002, por lo que le fueron entregados los componentes de alojamiento transitorio, asistencia alimentaria y kits complementarios por el término de tres (03) meses; que le fueron entregadas las ayudas en los años 2002 y 2003; que para efecto de la prórroga de la ayuda, en aplicación de las sentencias emitidas por la Corte Constitucional, se deben verificar las condiciones particulares manifestadas por el tutelante, ya que no es un acto automático. Añade que al actor le fue programada la realización de la entrevista domiciliaria para el mes de abril del año que avanza. 
El juez a-quo denegó la acción interpuesta, pero le ordenó al ente accionado, que verificara las condiciones de vulnerabilidad del accionante y su núcleo familiar para, de ser el caso, hacer entrega de la prórroga de la ayuda humanitaria que consagra la jurisprudencia de la Corte Constitucional.  

Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna el accionante, aduciendo que es desplazado, que no tiene trabajo fijo y que, además, tiene su casa hipotecada. 
Se pasa a resolver el recurso previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




Una lectura detenida del escrito de tutela permite concluir que los derechos que el actor estima se le están vulnerando, son el mínimo vital y la igualdad, consagrados en la Constitución Nacional.


La legitimación en la causa de las partes no merece reparo alguno, pues el señor LUIS GONZAGA FRANCO AGUDELO actúa en nombre propio (artículo 10 del Decreto 2591 de 1991). Igualmente, la naturaleza de la entidad demandada
, según el Decreto 2467 del año 2005
, es descentralizada por servicios del orden nacional cuya competencia radica en los juzgados civiles del circuito
.

De entrada es preciso señalar que la ocurrencia del fenómeno social conocido como “Desplazamiento Forzado” sí implica la vulneración de los derechos fundamentales de aquellas personas que lo padecen.  Así lo ha precisado inequívocamente la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones (sentencias T-227 de 1997, SU-1150 y 1365 del año 2000 y T-327 de Marzo 26 del año 2001.)

Ese desplazamiento forzado del individuo afecta muchos de los derechos que la Constitución Nacional protege y la gravedad de esa situación motivó a que el Estado adoptara directrices que permitieran prestar en forma eficaz y oportuna la atención a la población desplazada. En efecto, se encuentran establecidas en la ley 387 de 1997 por medio de la cual se adoptaron normas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia. 
Esta normatividad obliga al Gobierno Nacional, a promover acciones y tomar medidas a mediano y largo plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para este tipo de población. Las mismas  deben permitir su acceso directo a la oferta social del gobierno, en particular a los programas relacionados con proyectos productivos, sistema Nacional de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural Campesino, Fomento a la microempresa,  capacitación y organización social, atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez, la mujer y las personas de la tercera edad y a los planes de empleo urbano y rural de la Red de Solidaridad Social.
Además, deben estar encaminadas por parte de las diferentes instituciones del Estado, a la atención integral de la Población desarraigada de sus lugares de residencia u origen.     




Así las cosas, del acervo probatorio arrimado al expediente, no se advierte por este despacho vulneración a derecho fundamental alguno, toda vez que el accionante y su familia han sido atendidos en debida forma por Acción Social, de acuerdo con lo que a ella compete, ya que le otorgó un subsidio de vivienda que le permitió adquirir el predio ubicado en la urbanización Las Brisas, lote 41 de la manzana 4 
; lo tiene afiliado al sistema general de seguridad social en salud y, además, inscrito en el programa “familias en acción” que le permiten acceder a los subsidios de nutrición o educación de sus hijos menores. 




Lo anterior impone la confirmación del fallo impugnado; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.

Sin más consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:




1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el veintiuno (21) de abril del presente año por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en esta Acción de Tutela promovida por LUIS GONZAGA FRANCO AGUDELO, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-.

2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o. del Decreto 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
 Fernán Camilo Valencia López 



     
Tutela 00097.09
� Artículo 2º del Dto. 2467 de 2005: “Naturaleza jurídica. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, es un establecimiento público, del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.”


� “Por el cual se fusiona la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional, ACCI, a la Red de Solidaridad Social, RSS, y se dictan otras disposiciones.”


� Inciso segundo del numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 del año 2000.


� Folios 20 y 21 del cdno. ppal.








